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normas generales Que sobre la prueba de las obligaciones recogen tanto
el Código Civil como el Código de Comercio y, natuaralmente, la LE.e
Tampoco restringe la potestad judicial para recibir el pleito a prueba ni
las facultades judiciales para la valoración de la misma. «En consecuen­
cia, la nOfma cuestionada no consagra un privilegio probatorio en favor
de las. entidades de crédito... ni otorga a la contabilídad de las mismas
el carácter de documento público». En fin, no priva al deu'dor de un
proceso con todas las garantías ni 10 sume en-indefensión.

Continúa diciendo la expresada resolución que «el precepto restringe
su alcance a los contra ros mercantiles que, además de documentarse
mediante formas que garantizan su autenticidad, implican la existencia
de una situación de cuenta corriente entre las partes, único contexto en
d que cobra sentido la regulación de operaciones de liquidación y de
certificación de saldos. Este dato confirma que no estamos ante un
::iUpucsto de trato jurídico especial que atienda sólo a rasgos subjetivos­
del JCTccdor, sino que dicho trato eS debido a las peculiares exigencias
de las ¡¡ctividades de intermediJción financiera que constituyen el objeto
social. exclusivo y excluyente de las entidades de credito en nuestro
DerechQ»). Por ello, no es exacto afirmar que la lesitimidad del titulo
vll'ne suministrada exclusivamente por la declaraCión unilateral de la
entidad bancaria, pues en el origen del mismo se encuentra siempre un
contrato suscrito por las partes e intervenido por fedatario qu~ hace fe
de la existencia de la relación jurídica y de sus características esenciales.

Por si tal garantia apareciera insuficiente para acreditar una aparien·
cía d(' buen derecho, el art. 1.435 L.E.C" permite.un control judicial del
título y la posibilidad de contar con el imprescindible auxilio técnico,
pues, ((debido a un~ enmiendapnrlamentaria dirigida a reforzar la

. posición jurídica del deudor, evitando que la dctermianción del saldo
quede al sólo arbitrio de la entidad acreedora, la certificación de lo
ndcudado. que esta última expide, debe constar en documento feha­
ciente, Y en todo casQ deben quedar acreditados ante el Juez, dos
nlremos importantes: Que la liquidación haya sido practicada en la
forma ~ctada por las partes en el título ejecutivo, y que el saldo
willcirlc con el que aparece en la cuenta abierta al deudon>.

. A la vista de 10 Que se ha puesto de manifiesto, y siguiendo la
doctrina sentada por este Tribunal en laSentencin referida, se puede
concluir que el art. 1.435 de la LE.C., no sólo no contiene un privilegio
('X('I11O de justificación para las entidades bancarias, ,sino que establece
garantías legales y judiciales suficientes que evitan la indefensión del
deudor en el proceso de creación y control del titulo ejecutivo.

Sala Primrra. Sentencia 48/1992. 'de 2 de abril. Recursos de
amparo 1.633/1988 y 467/1989 (acumulados). Contra
Sellf('flcias de las Salas Quinta y Tercera del Tnhunal
Supremo, rela!it'O.'i a retnbucíones del profesorado universI'
tario en aplícación del Real Decré!O 989/1986. Supuesta
l'u/neración del derecho fundamental a la igualdad: Dife-.
renda de trato normalwo de situaciones funcionariales
dil'ersas.

La Sala Primera del,Tribunal ConS1¡tu~onal, compuesta por don
Francisco Tomás y Va'liente, Presidente; don Fernando Gama-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Luis Lópa
Guerra y don Vicente Oimeno Sendra. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados números 1,633/1988 y
46711989, interpuestos, respectivamente, ·por don Rafael Perez Cordón,
don Jacinto Carrnelo Rivera de Rosales Chacón, doña María Victoria
Peinado de Diego)' doña Maria del Carmen Colmenar Orzaes, represen·
tados por 'el Procurador de los Tribunales don Jose Maria Abad
Tundidor y asistidos del Letrado don José Garricio Palacios, y por la
«(Asociación Madrileña de Profesores tontratados de Universidad»,
representada también por el mencionado Procurador de los Tribunales

~ y asis¡ídapor idcntico Letrado. contra las Sentencias de la Sala Quinta
del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 1988. y de la Sala Tercera del
mismo Tribunal, de 31 de enero de 1989. relativas a retribuciones 'de
profesorado universitario en aplicación del Real Decreto 9&9/1986, de
23 de mayo. Han intervenido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado, y ha sido Magistrado Ponente don Francisco Tomás y Valiente,
Presidente, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

l·. Por escrito presentado el 15 de octubre de 1988, don José María
Abad Tundidor, Procurador de los Tribunales y de don Rafael Pérez
Cordón y otros, interpone recurso de amparo contra la Senu;ncia de la
Sala Quinta del Tribunal Supremo, de 12 de j~lio de 1988, que

4. En el caso ahora enjuiciado resulta además de las actuaciones
que la entidad bancaria acompañó, junto con su escrito de demanda, la
póliza de préstamo conteniendo una cláusula 9.a en la que se pacta
expresamente por las partes que la liquidación para determinar la deuda
ejecutivamente rcc1amable, en caso de impago de la suma dcbida, se
pmcticará por el Banco, el cuál expedirá certificación que recoja el saldo
que presente la cuenta el día del cierre, y que bastará para el ejercicio
de la aCclón ('jecutiva la' presentación de esta póli7.a junto con los demás
documentos a que se refiere el art. 1.429,6.°, de la LE.C'. Igualmente se
presentó con la dcmanda-certificación dcl saldo expedido por la entidad
bnncnria. de la librada por C(Jfredor de Comerdo colegiado acreditativa
de la coincidencia de la póliza con el asiento de su Libro de Registro,
extracto de los movimientos de la cuenta corriente de crédito y actas
notariales, de' 13 de noviembre de 1986 Y 13 de febrero de 1987,
1l0tifkando a los deudores el vencimiento del mismo y el saldo
resultante.

Notificado d auto judicial que ordenaba despachar ejecución, la
demandada se'opuso a la accióri ejecutiva alegando la nulidad prevista
en 'el numo 1.0 del art. 1.467 de la L.E.C., se practicaron pruebas de
confcsión-judicial y documental a propuesta de ambas partes y, en fin,
se dictó Sentencia estimando la demanda que-fue recurrida en apelación
y confirmada por la Audiencia Territorial. En consecuencia, ni en el
proceso de creación y liquidación del título, ni en el procedimiento
judicial seguido con posterioridad se vislumbra TTle'rma alguna en el
derecho de defensa de la recurrente. De aquí que la demanda deha ser
desesfimada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AlTTORlDAD QUE LE CONF1ERE LA CONSTITUC1ÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA, >

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese. esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madnd_ a des de abril de mil novecientos noventa y
dos,-Oon Franl'isco Tomás y Valiente.-Don Fernando Gar('ia-Mon y
González Regueral.-Don Carlos de la V~ Bcnayas....Don Luis Lópei
Guerra.-Don Vicente Gimeno 'Sendra.-FIrmados y rubricados.

desestima, en única instancia! el recurso contencioso-administrativo
formulado sobre impugnación de la denegación presunta, por silencio
administrativo: del recurso de reposición contra el Real Decreto
989/1986, de 23 de maYQ (<<Boletín Oficial del Estado» del 24), sobre
retribuciones del profesorado universitario.

2. Los recurrerues impugnan la supuesta discriminación que intro-­
duce el artículo 4 (y el 5) del Real Decreto 989/ 1986, sobre retribuciones
del personal docente universitario,· en lo que se refiere al profesorado
-contratado e interino, que la Sentencia recurrida consagra al, rechazar el
recurso conlcncioso-administrativo interpuesto. Esta supuesta discrimi­
nación, que a su juicio conculca el artículo 14 de la Constitución, radica
en lo siguiente: mientras que para los funcionarios contratados e
interinos de la Administración del Estado, en general, la Leyes de
Presupuestos para 1985, 1986 Y 1987 atribuyen el 80 por 100 de las
retribuciones básicas yel 100 por 100 de las complementarias asignadas
a los fUncionarios de cartera, Cl citado'''Real Decreto atribuye al
profesorado universitario estatal contratado e interinó el 80 por 100 de
las retribuciones tanto básicas como ,oomplementarias, que correspon·
den a los profesores de carrera. El término de comparación que.se· utiliza
es, pues, el de las retribuciones de unos y otros funciorylrios contratados
e interinos. Para los recurrentes, estas retribuciones no pueden ser
porcentualmente inferiores en el caso de las docentes, puesto que el
articulo 24 de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública,
Ley 30/1984, de 2 de agosto, dispone que las cuantías de las retribucia­
ne5-básicas serán iguales en todas .las Administraciones públicas. Por
ello. solicitan la anulación de la Sentencia impugnada y del Real Decreto
989{ 1986, en lo que se refiere a la diferencia de régimen retributivo que
introduce entre el personal contratado e interino que presta sus servicios
en la Universidad yal de idéntica condición que presta sus servicios en
otras Administraciones ~úblicas.

3. Por providencia de 21 de noviembre de 19.88, la entpnces
Sección 'Tercera acordó, a tenor de lo dispuesto en el artículo 50.3 de la
'Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante LOTC), conceder
un plazo comun de diez días al Ministerio Fiscal y a 'los solicitantes de
amparo pnra que alegasen lo que eslÍmaran conveniente en relación con
la posible faltn de contenido constitucional de la demanda [artículo
50.1. e). de la LOTc].

4. El Ministerio Fiscal-interesó de este Tribunal que inadmitiera la
demanda por ser «manifiesta» la concurrencia del motivo de inadmisión
precitado.
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A su juicio, la demanda adolece de confusión, pues no resuelve si
tstamos ante un amparo de los dispuestos en el articulo 43 Q en el
artículo 44 de la LOTe, debiendo entenderse Que, en realidad, el recurso
se dirige contra el Decreto que fue objeto del proceso contencioso­
administrativo previo, como se hace evidente cuando se cae en la cuenta
de que se pide; también la nulidad de éste y no sólo la de la Sentencia.

. En consecuencia. el objeto del amparo ~onsisle en si el aryíru.l? 4 de
dicho Decreto vulnera la Igualdad e,x articulo 14 de la ConsUtuclOn por
establecer un sistema de remuneración de los' funcionarios docentes
interinos y contratados administrativos que no se acomoda al de los
funcionarios públícos en general. segun lo dispuesto en distintas Leyes
de Presupuestos y en la Ley 30/1984, artículos 23 y 24. Frente a este
alegato, el Tribunal Supremo tuvo en cue'nta Que la propia Ley 30/1984.
en su artículo 1.2 pennite que se dicten normas específicas para el
personal docente e investigador. dadas lás peculiaridades del mismo. y
estimó que no era exigible en derecho la igualdad de trato Que se
_reclamaba por los interinos docentes. Este juicio razonado emitido por
ese aIto Tnbunal no puede ser combatido en sede constitucional. pues,
se reconduce, realmente, a un problema 'de legalidad cual es el alcance

.de una Ley, ya Que desde-el punto de vista de·la igualdad es patente que
existe una razón, objetiva que permite justificar la diversidad de trato.

5. Los recurrentts. por su parte~ insistieron en las alegaciones ya
formulMas en la demanda y pjdieron la admisión a trámite de la
demanda. Significativamente. se dice que 10 que se plantea en el recurso
es que na se encuentra «una razón que justifique la desigualdad de trato
que el artícufo 4 del Real Decreto 98911986» Introduce entre profesores
universitarios contratados administrativos e interinos y «el resto de los
funcionatios públicos». pues los primeros reciben sólo el 80 por 100 de
sus retribuciones. complementarias; a la par qile se denuncia tal
injusticia y la reiterada remisión a las peculiaridades de la docencia
como" «excu~ del poder ejecutivo»,

6. La Sección Tercera, en providencia de 23 de febrero de 1989.
acordó: Admitir a trámite la demanda; de acuerdo con el articulo 51 de
la LOTe requerir atentamente a la Sala de procedencia ·el envio de las
actuaciones e interesar que emplazara a quienes fueron partes en el
proccso ordinario. para que comparecieran, si así lo deseaban. en este
proceso constitucional.

7. Por escrito presentado en el Juzgado de·Guardia el 13 de marzo
de 1989 y que tuvo entrada en este Tribunal el día 14 siguiente. don José
María Abad Tundidor. Procurador de los Tribunales y de la «Asociación
Madrileña de Profesores Contratados de Universidad», interpone
recuf\O de amparo contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal"
Su.premo, de 'j 1 de enero de 1989, por la que se desestima, "en un¡Ca
instancia. el recurso contencioso-administrativo formulado contra los
artículos 4 y 5 dcl Real Decreto 989/1986, de 23 de marzo.· sobre
retribuciones de profesorado universitario.

8. La Asociación recurrente impugna los articulas 4 y 5 del Real
Decreto 989/1986. "de 23 de mayo, por considerarlos contrarios al
principio de igualdad ante la ley reconocido en el articulo 14 de la C. E.
Dichos preceptos reglamentarios establecen que las retribuciones' del
-personal docente universitario contratado e interíno seran las correspon­
dientes al SO por 100 de los funcionarios de carrera de categoría
cqui'lalente. tanto por lo que se refiere a las retribuciones básicas como
a las complementarias. El término de .comparación en que se funda la
supuesta discriminación sufrida por aquel colectivo de contratados e
interinos viene t:onstituido por el resto de los funcíénarios contratados
e ínterinos al servicio de la Administración del Estado. Para éstos, las
sucesivas Leyes de Presupuestos prevén unas retribuciones del SO por
100 de las básicas asignadas a los funcionarios de carrera. pero del 100
por 100 en cuanto a las retribucion~s complementarias. Para la
asociación recurrente. no existe justificación alguna de la desigualdad
ácada por el Decreto impugnado, segun el cual los Contratados docentes
universitarios perciben un.,20 por 100 meAOS de las retribuciones
complementarias asignadas a los funcionarios de carrera equivalentes,
que el resto de los contratados e interinos. Considera la asociación
actara que esta desigualdad es contraria a la Le)' 30/1984, de Medidas
para la Reforma de la Función Pública que. si bien prevé la adaptación
de su normativa a las peculiandades del profesorado universitario, no
tolera una discriminación semejante. máxime cuando su articulo 25
prescribe que las retribuciolles básicas serán iguales en todas las
Administraciones.

Por otrosí. en la demanda se solicita la acumulación de este recurso
de amparo al registrado con el número 1.633/1988.

9. En sendas providencias de fecha S....de mayo d~ 19S9, la Sección
Prim<:ra dispuso: Admitir a trámite la demanda; a tenor de lo dispuesto
cn el artículo 51 de la LOTC, requerir atentamente a la Sala de
procedcncía para qu~ rert,iticse las artuacioncs y, a la par, emplazara a
quiencs fueron parte en el proceso ordinario, por si deseahan compare­
cer en este proccso constitucional; conceder un plazo común de diez días
al Ministerio Fiscal. al Abogado del Estado y a los recurrentes, para que
akgasen lo que estimaran pertinente el\ relación con la acumulación que
se solicitaba. según establecc el articulo 83 de la LOTe. El Abogado del
Estado s?licitó en escritos de 18 de mayo de 1989. que se le tuviera por

personado y se entendieran con él las actuaciones sucesivas. Una vez
,oidas las partes. la Sección acordó la acumulación del recurso número
467/1989 al 1.633/19&.8. mediante Auto de 5 de junio de 1989. .

10. Por Providencia de 26 de junio de 1989, la Sección Primera
acordó tener por recibidas las actuaciones y, de acuerdo con el articulo
52 de la LOTC, conceder en los presentes recursos ya acumulados un

-plazo común de alegaciones de veinte días al Ministerio Fiscal. e!
Abogado del Estado y los recurrentes..

11. El Procurador de los Tribunales don José María Abad Tundi­
dor. representante de los recurrentes en ambos recursos. solicitó que ~

-otorgara el amparo. reiterándose en lo expuesto en la demanda, stn
formular alegación alguna

12. El Ab~ado de! Estado, por su parte. instó de este Tribunal Que
di(.·tara Sentencia. denegando el amparo, en virtud' de los siguientes
razonamientos.

No puede ofrecerse como término de comparación. del que resulte la
inconstitucional desigualdad denunciada. ·cl resto de los funcionarios o
el resto del personal interino r contratado de toda ·Ia Administración
Pública. ni existe un mandato Igualitario en nuestro ordenamiento que
impida un trato diferenciado del personal docente interino rcontratado
respecto del resto del. personal al servicio de las AdmmistracionBs
públicas.

Así existe un trato diferenciado en los artículos 33 y siguientes de la
ley de Reforma Universitaria, Ley Orgánica 11/1983. de 23 de <l~osto.
en relación con los demás sectores de la función pública; debiendo
destacarse la nonual existencia de diversas modalidades de contratación
administrativa temporal. que es una figura prohibida en el rcgimen
general de In funcíóo publica. A la par, el artículo 1.2 de· la Ley 30/19S4~

permitc que se dicten normas específicas para «adecuarla a las pecuJiari~

dades del personal docente e investigador»; y en la Disposición adicional
cuarta de dicha ley se prohibe paraeHuturo larcalización de contratos
de colaboración temporal en régimen de derecho administrativo y sólo
se permitc-n éontratos para trabajos especificas y concretos, es decir. no
habituales. ,

La Ley 50;1984, de 30 de diciembre. de Presupuestos Genera les del
Estado para J985. que citan los recurrentes~ no aplicó todavía los nuevos
conceptos dimanantes de la Ley 30/1984. manteniendo la situación
anterior de acuerdo con su' Disposición final novena. Agotados sus
efectos. en la Ley 46/1985. de 27 de diciembre. de Presupuestos
Gencrales para 1986. que también citan los recurrentes; ya comenzó la
aplit'ución de la reforma. aunque contiene una Disposición final'
undécima. que faculta al Gobierno para adecuar l-as retribuciones del
profcsomdo universitario funcionario y contratado al nucyo régimen.
Otro .tanto ocurre en leyes de Presupuestos posteriores. Es claro. pues,
la inexistencia de un mandato igualitario en el ordenamiento jurídico.

Lo (',\puesto resulta bastante para negar la" procedencia dt.' la
comparación que se efectúa. pero pueden hacerse aún otras considera­
ciones sobre las peculiaridades de estos funcionarios docentes. Existe
una carrera administrativa universitaria muy reforzada y una gran
autonomía de las Universidades a la hora de la contratación. y tantó la
contratación cono los nombramientos interinos son «fases previas a los
peldanos superiores de esta singular y calificada carrera adminislmtíva».
Todo ello hace que la cuestión sea bien distinta en el ámbito docente
universitario que en el resto de la Administración. porque en ésta los .
contratados ((están hoy simplemente prohibidos» y los interinos «son
supuestos muy excepCiOnales sujetos a requisitos rigurosos», que no se
exigen en la esfeFa.univcrsitaria. En suma. es totalmente razonable una
diferenciación retributiva, en un pocentaje no excesivo y sobre las
retribuciones complementarias, y no puede entenderse que exista
Yiolaclón alguna del dt..r~cho a la igualdad.

13. El Ministerio Fiscal considera que debe otorgarse por Sentencia
el amparo que se insta. pese al -dictamen contrario y favorable a la
inadmisión expuesto en su dia en el primero de los recursos de amparo
acumulados y e:-:presado en trámite del articulo 50.3 de la LOTC (véase
inf/"a. antecedente 4).

. Tras precisar. dt: nuevo" Que nos encontramos ante un recurso de los
previstos en el articulo 43 de la LOTC y reseriar el objcto del amparo.
se n'salta que la comparación no se hacc en la demanda con los
profesores titulares -intento que ya ha sido rechazado por este Tnbunal
en el recurso numero 471/1989- sino entre fundonarios en gcneral y
profesores universitarios que en ambos casos no sean titulares. Segun los
demandantes. no hay explicación para esa diferencia de trato económico
y esto infringe el articulo 14.de la Constitución. Esa argumentaoon se
rcfuecla (on otra de legalidad: El Decreto di~utido esta en c91ltra de lo
dispuesto en la Ley 30;1984. Señala el ~linistcr¡o Fiscal que en el
anli...·rior dictamen no se tuvo en cuenla más que este: último argumento
de legalidad -el ámbito de aplicación de una Ley-, pero la cuestión es
distinta desde la perspectiva de la igualdad y a la luz de las actuaciones.
El problema no es la «especialidad_del personal docente)}. sillo d distinto
régirncn retributivo d~' los profesores universitarios interinos respecto de
otros. funcionarios igualmente interinos. Y ahí la especiah Jad de
aquellos no permite deducir que la interinidad sea distinta en uno y 0tro
supt~esto. aunque se recünoce ignora si esa diferencia pued~ aparecer
justificada I..'n los antecedentes del Decreto. Pero. en todo caso, consta-
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tada la desigualdad, «que es lo que debe acreditar quien la alega»,
corresponde a la Administración «la prueba del fundamento o justifica·
ción de la misma}) (STC 103/1983).

14. Por Providen'cia de 30 de marzo de 1992, se señaló el dia 2 de
abril siguicl1te. para deliberación y votación de la presente Sentencia.

n. Fundamentos jurídicos

l. La primera de las demandas presentadas (recurso de amparo
número 1.633/1988) adolece de una cierta confusión en el planteamiento
impllgnatorio, pues dice recurrir la Sentencia dictada por la Sala Qu'ínta
del Tribunal Supremo, aunque realmente -segun se desprende de las
argumentaciones efcctuadas- resulte meridiano que se pretende discutir
en sede constitucional la supuesta discriminación que, a juicio de los
recurrentes, introduce el artículo 4 del Real Decreto 989/1986, de 23 de
mayo, sobre retribuciones del profesorado universitario; no obstante,
cabe dudO!r en alguna medida de si nos en.contramos ante un supuesto
de ampo!ro de los previstos en el artículo 43 o en el artículo 44 de la
LOTe. La duda se desvanece a lO! luz de la demanda del segundo de los
recursos de amparo acumulados (numero 467/1989), presentada tam­
bién por el mismo Letrado, donde es evidente en función de los hechos
que sustancialmente se impugna. por discriminatorio, el articulo 4 del
citado Real Decreto, dado que fue objeto de impugnación directa en el
proccso contenciosÜ":'administrativo previo al constitudona1.· En este
pn:cepto reglamentario, apartado 1.0, se establece que: «con efectos de
1 de encro de 1986. las retribuciones del personal que presta servicio en
las Universidades en régimen de dedicación a tiempo completo como
funcíonario de empleo imerino o contratado en régimen de· derecho
administmtivo asimilado a funcionario de cuerpo docente universitario,
se fijan en el 80 por 100 de todas las retribuciones' a que se refiere el
artículo 1.1 del presente Real Decreto...»; yen ese artículo 2.1 se regulan
las retribuciones complementarías; en suma, establecen para esta dase
de personal unas retribuciones cq'uivalentes al 80 por 100 de las
retribuciones complementarias asignadas a los funcionarios de carrera.
La quC'ja que se deduce en ambas demandas consiste en entender que tal
prC'\'isión normativa configura una inconstitucional situación de discri­
minación lesiva del artículo 14 de la Norma fundamental. '

Resta por señalar que tanto en el proceso contencioso-admillistrativo
ordinario como en este constituciOnal se d~nuncia, además, la trangre·
sión por el Decreto discutido de lo dispuesto en la Ley de Medidas para
la Reforma de la Función Pública (Ley 30/1984, de 2 de agosto, artículo
24), y de lo establecido en sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del
EstO!do. Mas es evidente que tales argumentaciones de estricta legalidad
no pueden ser enjuiciO!das en vía de amparo constitucional y Que, por
tanto. el objeto de estos recursos debe quedar círcunscrito a la
pretendida lesión del derecho fundamental a la igualdad ex articulo 14
de la .Constitución. .

2. Sentado el objeto de la controversia, de nuevo en el primero de
los recursos se muestra cierta confusión -a la hora de singularízar el
término de comparación que se ofT«e para hacer evidente la situación
de discriminación que se denuncia; aSl, por ejemplo, en el trámite de
alegaciones del articulo 52 de la LOTC, se habla «del resto de los
funcionarios». Sin embargo, esta -cuestión acaba por aclararse e.n la
segunda demanda de amparo, de suene que -como admiten el Abogado
del Estado y el Ministerio publico de forma coincidente- dicho término
de cOgJparación resulta ser el resto de 105 funcionarios contratados e
interinos al servicio de la Administración del Estado, frente a los
recurrentes que son profesores universitarios interinos o contratados en
régimen de derecho administrativo; a la misma conclusión se llega
mediante la lectura d,c las Sentencias recaídas en la vía previa al' amparo.
y la diferencia de trato normativo que se estima configura la situación
inconstitucional de dtscnmmaclón radica -como ya se ha dIcho- en que
los rCCUlTentes, a diferencia de aquéllos, perciban sólo el 80 por 100 de
sus rctribw;iones complementarias. .

Asi precisados los términos del litigio que incumbe resolver a esta
Sala. no es ocioso recordar lo siguiente. Desde la STC 7/1984 (funda­
mento jurídico 2.0

), este Tribunal ha venido sostemendo que la
discriminación entre estructuras que son creación del Derecho, cuales
son los Cuerpos y, hay que entender que en .general las situaciones
funcionariales, de existir. resultará sólo del hecho de que la Administra­
ción aplique criterios -de diferenciación que ·no resulten' objetivos ni
generales. De manera que la simple constatación de la diferencia'
retributiva entre funcionarios de dos Cuerpos o, eri este caso, entre
funcionarios interinos o contratados que prestan sus servicios en
distintos campos de las Administraciones públicas, no puede servir de
fundamento suficiente para una demanda de amparo, sin necesidad de
ulteriores razonamientos. ní. en definitiva, permite justificar una preten­
sión de equiparación de retribuciones en sede constl1ucional, fundada en
exigencias pretendidamente derivadas del derecho fundamental a la

iguaídad ex artículo 14 'de la Constitución (en un sentido análog.o, STC
77/1990, fundamento jurídico 3.°). No hay norma alguna, ni siquiera el
dtado articulo J4 de la Norma fundamental. en virtud de la cual todas
las categorias de funcionarios con igual titulación y al ~rvieio de las
diversas Administraciones publicas hayan de tener asignada una misma
retribución, porque la unidad del título, por sí sola, no asegura la
identidad de ci11=unstancias ni es el único elemento Que el legislador o
la Administración pueden tomar en consideración. Quienes.· por el
contrario, pueden ponderar otros criterios objetivos de organización
(STC 99/1984. fundamento jurídico 2.°, entre otras mú.ltiples resolucio­
nes).

3. Partiendo de este criterio orientativo sobre el alcance del derecho
fundamental a la igualdad en esta materia. deben acabar por admitirse
las alegaciones expuestas por el Abogado del Estado. a quien corres­
ponde la d('fcnsa de la legalidad impugnada cuando se denuncia la
existencia de situaciones iguales o, mejor, aparentemente iguales y que
reciben un trato normativo diverso (STC 103/1983, fundamento jurí­
dico 5.°).

De este modo, resalta el Abogado del Estado los siguientes datos de
relevancia para una adecuada comprensión del problema: es norma11a
existencia de· diversas modalidades de contratación administrativa
temporal en el ámbito universitario (arts. 33 y siguientes de la Ley de
Reforma Universitaria, Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto),
micntms es esta una figura prohibida en el rc~imen general de la función
pública (Disposición adicional cuarta de la citada Ley 30/1984); por eso
no es casual que el artículo L2 de dicha Ley 301 J984 permita que se
dictcn normas especificas para el personal docente, y tampoco lo es que
el artículo 46.1 de- la Le~' de Reforma Universitaria habilite al Gobierno
para establecer el ré~imen retributivo del profesorado universitario,
norma cuya constitUCIOnalidad fue enjuiciada por este Triunal en la STC
26/1987, fundamento juridico 9;°, donde se reconocieron, además de las
peculiaridades dc-l profesorado universitario como funcionarios docen­
tes. fundamento jurídico 12.3.b}; existe actualmente una. carrera admi­
nistrativa universitaria muy reforzada, a la vez que las diversas
Universidades gozan de gran autonomia a la hora de contratar profeso­
rado, en cambio, en el resto de la Administración, los interinos -se dice­
«son supuestos muy excepcionales sujetos a requisitos rigurosoS»), que
no se exigen en la esfera universitaria, y los contratados en régimen de
derecho administrativo «están hoy simplemente prohibidos»; por
ultimo, y con especial relevancia para el jUicio Que ahora se efectúa, se
recuerda que cn la Universidad tanto la contratación como los nombra­
mientos interinos son «fases previas a los peldaños superiores» de la

. carrera docente universitaria,
A la luz de estas argumentaciones reseñadas, tal y como han sido

expuestas por el Abogado del Estado, debe admitirse Que estamos ante
situaciones de hecho distintas· y que, por elJo, es imposible concluir
pronunciando, en sede qmstitucional, un reproche a la diferencia de
tra\o normativo· discutida que, a mayor abundamiento, no es en sí
m~smairrazonable; de manera complementaria de ~sta afirmación
principal, tampoco configura una diferencia retributiva excesiva o
desproporcionada aquella que supone percibír un 20 por 100 menos de
las retribuciones complementarias que reciben los excepcionales funcio­
narios contratados e interinos en el resto· de la Administracióp públi~.

4. En suma, no puede existir discriminación en la nonna cuando se
comparan situacionesjuridica'S desiguales, como son las que derivan de
la función pública docente en relación con otros colectivos de--funciona­
nos; sin que, por otro lado, exista un mandato del legislador de
igualación o equiparación de situaciones 4e hecho distintas, puesto que
el articulo 24 de la Ley 30/1984, sólo determina Que sean iguales las
cuantias de las retribuciones básicas en todas las Administraciones
públicas para cada uno de los grupos en Que se clasifican los 'Cuerpos.
Escalas. Categorías o Clases de funcionarios.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE 'LA NACiÓN
ESPANOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a dos de abril de mil novecientos noventa v dos.
Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Gercia-Mon y González Regue­
raJ.-CarJos de la Vega Bcnayas.-Luis Lópei G~erra.-Vícente Gimeno
Sr:nrlri'\.-Firmado y rubricado.


